
 

 

 

RESOLUCIÓN No. 118-DSG-2024 

LA DIRECTORA DE SECRETARÍA GENERAL 

 

CERTIFICA 

 

Que: el Concejo del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Tena, en sesión 

ordinaria del 12 de noviembre de 2024.  

 

 

CONSIDERANDO 

 

Que, el informe No. 003-CPPSC-2024, de la Comisión Permanente de Participación y 

Seguridad Ciudadana; refiere el PROYECTO DE ORDENANZA QUE ESTABLECE LA 

ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA DE GESTIÓN DE RIESGOS DEL 

CANTÓN TENA, para su aprobación en primera instancia. Puesto en conocimiento 

mediante memorando Nro. GADMT-A-2024-2872-MEMO, de fecha 07 de noviembre de 

2024.  

 

Que, el informe financiero No. 011 – DF – GADMT – 2024, de fecha 28 de octubre de 2024, 

suscrito por el licenciado Jhon Chichanda director  financiero, en la cual determina que el 

proyecto de Ordenanza que Establece la Organización y el Funcionamiento del Sistema de 

Gestión de Riesgos del cantón Tena, es viable financieramente y recomiendo que sea 

remitido al Ejecutivo cantonal y sea puesto en conocimiento de la Comisión pertinente 

para que sea sometido al respectivo análisis previo a su aprobación en el Concejo 

Municipal.  

 

Que, el informe jurídico No. 102-DPS-GADMT-2024, de fecha 04 de octubre 2024, suscrito 

por el abogado Fernando Núñez director de Procuraduría Síndica, remite la factibilidad 

jurídica sobre el proyecto de Ordenanza que Establece la Organización y el 

Funcionamiento del Sistema de Gestión de Riesgos del cantón Tena. 

 

Que, el informe de pertinencia de fecha 24 de septiembre de 2024, suscrito por el 

ingeniero Henry Ledesma Técnico de Riesgos y el ingeniero Jean Carlos Vaca director de 

Seguridad Ciudadana y Gestión de Riesgos, remite para el análisis y estudio el Proyecto de 

Ordenanza que Establece la Organización y Funcionamiento del Sistema de Gestión de 

Riesgos del Cantón Tena […]. 

 

Que, la Constitución de la República del Ecuador (2008) dispone: 

Artículo 31. Los Gobiernos Autónomos Descentralizados gozarán de autonomía política, 

administrativa y financiera, y se regirán por los principios de solidaridad, subsidiariedad, 

equidad interterritorial, integración y participación ciudadana. En ningún caso el ejercicio 

de la autonomía permitirá la secesión del territorio nacional. Constituyen Gobiernos 



 

 

Autónomos Descentralizados las juntas parroquiales rurales, los concejos municipales, los 

concejos metropolitanos, los consejos provinciales y los consejos regionales. 

 

Artículo 389. El Estado protegerá a las personas, las colectividades y la naturaleza frente a 

los efectos negativos de los desastres de origen natural o antrópico mediante la 

prevención ante el riesgo, la mitigación de desastres, la recuperación y mejoramiento de 

las condiciones sociales, económicas y ambientales, con el objetivo de minimizar la 

condición de vulnerabilidad. El sistema nacional descentralizado de gestión de riesgo está 

compuesto por las unidades de gestión de riesgo de todas las instituciones públicas y 

privadas en los ámbitos local, regional y nacional.”  

 

Artículo 390. Los riesgos se gestionarán bajo el principio de descentralización subsidiaria, 

que implicará la responsabilidad directa de las instituciones dentro de su ámbito 

geográfico. Cuando sus capacidades para la gestión del riesgo sean insuficientes, las 

instancias de mayor ámbito territorial y mayor capacidad técnica y financiera brindarán el 

apoyo necesario con respeto a su autoridad en el territorio y sin relevarlos de su 

responsabilidad. 

Artículo 397. En caso de daños ambientales el Estado actuará de manera inmediata y 

subsidiaria para garantizar la salud y la restauración de los ecosistemas. Además de la 

sanción correspondiente, el Estado repetirá contra el operador de la actividad que 

produjera el daño las obligaciones que conlleve la reparación integral, en las condiciones y 

con los procedimientos que la ley establezca. La responsabilidad también recaerá sobre las 

servidoras o servidores responsables de realizar el control ambiental. Para garantizar el 

derecho individual y colectivo a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, 

el Estado se compromete a: 5. Establecer un sistema nacional de prevención, gestión de 

riesgos y desastres naturales, basado en los principios de inmediatez, eficiencia, 

precaución, responsabilidad y solidaridad. 

 

Que, la Ley De Seguridad Pública Y Del Estado (Registro Oficial 279, 29-III-2023) 

dispone:  

 

Artículo 11. De los órganos y organismos de seguridad ejecutores.- Los órganos ejecutores 

del Sistema de Seguridad Pública y del Estado estarán a cargo de las acciones de defensa; 

seguridad ciudadana, protección interna y orden público; prevención; gestión integral de 

riesgos; y, gestión penitenciaria, conforme lo siguiente: d) Entidad rectora de la política de 

gestión integral del riesgo de desastres.- La rectoría de la gestión integral del riesgo de 

desastres la ejercerá el Estado central a través de la entidad rectora de la política de 

gestión integral de riesgos que establecerá instrumentos para la planificación e 

implementación de medidas integradas, inclusivas y transversales que prevengan y 

reduzcan el grado de exposición y de vulnerabilidad de la población, colectividades y la 

naturaleza, aumenten la preparación para la respuesta y fortalezcan los procesos de 

recuperación y reconstrucción para incrementar la resiliencia de la población y sus 

territorios. La prevención y las medidas para reducir los riesgos de desastres de origen 



 

 

natural y antrópico corresponden a las entidades públicas y privadas, nacionales, 

regionales y locales conforme al principio de descentralización subsidiaria. 

 

 

Que, la Ley Orgánica para la Gestión Integral del Riesgo de Desastres (Registro 

Oficial 515, 11-III-2024) dispone: 

 

Artículo 7. Reducción del riesgo de desastres. La reducción es el resultado de la gestión 

integral del riesgo de desastres y se basa en la gestión prospectiva y correctiva de los 

riesgos. La planificación nacional, sectorial, institucional, local y de las circunscripciones 

territoriales especiales incorporará medidas y acciones anticipadas para reducir las 

condiciones de riesgo existentes y para evitar la generación de nuevas condiciones de 

riesgo a futuro. La reducción del riesgo de desastres guía y transversaliza todos los 

procesos de la gestión integral del riesgo de desastres.  

Artículo 8. Complementariedad entre la gestión del riesgo de desastres, la gestión 

ambiental, la mitigación y adaptación al cambio climático. La planificación nacional, 

sectorial y territorial (Gobiernos Autónomos Descentralizados y de los Regímenes 

Especiales) contemplará la complementariedad de las inversiones e iniciativas públicas y 

privadas para la gestión del riesgo de desastres, la gestión ambiental, la mitigación y la 

adaptación al cambio climático. Con este propósito, de manera coordinada, el ente rector 

de la gestión integral del riesgo de desastres y la Autoridad Ambiental Nacional, remitirán 

al ente rector de la planificación los enfoques de gestión integral del riesgo de desastres, la 

gestión ambiental, la mitigación y adaptación al cambio climático que deben constar en el 

Plan Nacional de Desarrollo; y, la Estrategia Territorial Nacional y los lineamientos 

vinculados con otros instrumentos de planificación territorial, así como en los 

lineamientos para instrumentos de planificación y ordenamiento territorial de los 

gobiernos autónomos descentralizados y regímenes especiales. 

Artículo 50. Gestión financiera para la gestión integral del riesgo de desastres. Los 

gobiernos autónomos descentralizados, municipales y metropolitanos, regímenes 

especiales, así como las entidades del gobierno central, en el ámbito de sus competencias 

en el territorio deben identificar e implementar fuentes de financiamiento para la gestión 

integral del riesgo de desastres, tanto para el ejercicio fiscal en curso, así como para un 

período plurianual. Para ello deberán:  

 

1. Planificar, asignar y ejecutar los recursos de su presupuesto público para la gestión 

integral del riesgo de desastres en todos sus procesos que permita conocer, prevenir y 

mitigar los riesgos de desastres, y recuperarse ante los posibles daños causados por los 

desastres y catástrofes, (...) y preparación para la respuesta, considerando como prioridad 

los sistemas de alerta temprana, cuando se considere necesario. 

  

2. Transversalizar el enfoque de reducción de riesgo en todos los programas y proyectos 

de inversión.  

 



 

 

3. Implementar tasas por servicios de prevención del riesgo de desastres y preparación 

para la respuesta, considerando como prioridad los sistemas de alerta temprana, cuando 

se considere necesario.  

 

4. Implementar contribuciones especiales para medidas y obras estructurales y no 

estructurales de mitigación.  

 

5. Coordinar la recepción de asistencia técnica no reembolsable para el fortalecimiento de 

los procesos de la gestión integral del riesgo de desastres, considerando como prioridad el 

conocimiento del riesgo.  

 

6. Identificar e implementar otras fuentes de financiamiento conforme a sus competencias, 

las leyes correspondientes y las disposiciones del ente rector de las finanzas públicas.  

 

Todos los niveles de gobierno deben garantizar una oportuna, transparente y eficiente 

gestión financiera para la gestión integral del riesgo de desastres que incluya, además, una 

correcta aplicación de los mecanismos para la recepción de la asistencia no reembolsable 

de la cooperación internacional, conforme las disposiciones del ente rector de las finanzas 

públicas.  

 

Que el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización 

(Registro Oficial 584, 21-VI-2024) dispone:  

Artículo 55. Los gobiernos autónomos descentralizados municipales tendrán las siguientes 

competencias exclusivas sin perjuicio de otras que determine la ley: m) Gestionar los 

servicios de prevención, protección, socorro y extinción de incendios. 

Artículo 57. Atribuciones del concejo municipal. Al concejo municipal le corresponde: a) El 

ejercicio de la facultad normativa en las materias de competencia del gobierno autónomo 

descentralizado municipal, mediante la expedición de ordenanzas cantonales, acuerdos y 

resoluciones. 

 

Artículo 60. Atribuciones del alcalde o alcaldesa. Le corresponde al alcalde o alcaldesa: d) 

Presentar proyectos de ordenanzas al concejo municipal en el ámbito de competencias del 

gobierno autónomo descentralizado municipal. 

 

Artículo 322. Decisiones legislativas. Los consejos regionales y provinciales y los concejos 

metropolitanos y municipales aprobarán ordenanzas regionales, provinciales, 

metropolitanas y municipales, respectivamente, con el voto conforme de la mayoría de sus 

miembros.  

 

Los proyectos de Ordenanzas, según corresponda a cada nivel de gobierno, deberán 

referirse a una sola materia y serán presentados con la exposición de motivos, el 

articulado que se proponga y la expresión clara de los artículos que se deroguen o 

reformen con la nueva ordenanza. Los proyectos que no reúnan estos requisitos no serán 

tramitados.  



 

 

 

El proyecto de ordenanza será sometido a dos debates para su aprobación, realizados en 

días distintos.  

 

Una vez aprobada la norma, por secretaría se la remitirá al ejecutivo del gobierno 

autónomo descentralizado correspondiente para que en el plazo de ocho días la sancione o 

la observe en los casos en que se haya violentado el trámite legal o que dicha normativa no 

esté acorde con la Constitución o las leyes.  

 

El legislativo podrá allanarse a las observaciones o insistir en el texto aprobado. En el caso 

de insistencia, se requerirá el voto favorable de las dos terceras partes de sus integrantes 

para su aprobación. Si dentro del plazo de ocho días no se observa o se manda a ejecutar la 

ordenanza, se considerará sancionada por el ministerio de la ley. 

 

 

Que, el Reglamento de la Ley de Seguridad Pública y del Estado (Registro Oficial No. 

557, 14 de mayo 2024) dispone: 

“Art. 8. Objetivos y metas del Plan Nacional de Seguridad Integral. El Plan Nacional de 

Seguridad Integral, en concordancia con el Plan Nacional de Desarrollo, definirá metas, 

objetivos, medidas preventivas, indicadores y mecanismos claros y alcanzables; este plan 

establecerá prioridades y asignará responsabilidades a las entidades públicas 

competentes, basándose en un análisis exhaustivo de las amenazas, evaluación de riesgos 

y determinación de estrategias de prevención, protección, respuesta y recuperación.  

Cada institución del ejecutivo y los gobiernos autónomos descentralizados, a través de las 

unidades especializadas que correspondan, elaboraran un plan de acción acorde con el 

Plan Nacional de Seguridad Integral y los instrumentos de planificación pertinentes. Estas 

unidades deberán monitorear y evaluar el progreso de las metas e indicadores del plan de 

acción, así como el cumplimiento del Plan Nacional de Seguridad Integral en el ámbito de 

sus competencias Constitucionales y legales. 

En uso de las atribuciones constitucionales y legales que le confiere el artículo 240 y 264 

inciso final de la Constitución de la República del Ecuador, así como los artículos 7; 57, 

literales a) y c); y, 322 del Código Orgánico de Organización Territorial Autonomía y 

Descentralización, COOTAD. 

 

Que, la Ordenanza que Reglamenta el Funcionamiento del Concejo Municipal del 

cantón Tena (2010) dispone: 

 

Artículo 2. Facultad Normativa. Los artículos 7 y 57 literal a) del Código Orgánico de 

Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, reconoce a los concejos 

municipales para el pleno ejercicio de sus competencias, la capacidad para dictar normas 

de carácter general, a través de ordenanzas, acuerdos y resoluciones, aplicables dentro de 

su jurisdicción territorial. 



 

 

 

 

RESOLVIÓ 

 

 

PRIMERO: Aprobar en primera instancia el PROYECTO DE ORDENANZA QUE ESTABLECE 

LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA DE GESTIÓN DE RIESGOS DEL 

CANTÓN TENA, con base al informe No. 003-CPPSC-2024, de la Comisión Permanente de 

Participación y Seguridad Ciudadana de la sesión ordinaria de fecha 16 de octubre de 

2024. En aplicación a lo dispuesto en el artículo 322 del Código Orgánico de Organización 

Territorial, Autonomía y Descentralización. 

 

SEGUNDO: Remitir el proyecto de Ordenanza a la Comisión Permanente de Participación y 

Seguridad Ciudadana, para que continúe con el trámite legal pertinente. 

 

 

 

 

Tena, 20 de noviembre de 2024. 

 

 

 

 

 

Abogada Vanesa Cortez Aucay 

DIRECTORA DE SECRETARÍA GENERAL 

 
 

 

ENVIADO A: 

Alcaldía/ concejales/directores/coordinadores 

EMPUDEPRO/DDSE/Cuerpo de Bomberos 

Archivo 

 


